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Resumen 

 

A lo largo de esta investigación, se realiza una exposición y análisis de los 

antecedentes de la pensión de invalidez, como una de las prestaciones económicas, 

reconocidas dentro del Sistema General de Seguridad Social, con el propósito de garantizar el 

derecho a la vida digna, igualdad, mínimo vital, entre otras importantes prerrogativas 

fundamentales, de quienes por las contingencias de la vida, a causa de una enfermedad o 

accidente, han perdido su capacidad laboral, quedando imposibilitados para satisfacer por su 

cuenta sus necesidades básicas. De esta manera, se resaltan la Ley 100 de 1993, mediante la 

cual se regula el aludido sistema, y la Ley 860 de 2003, en virtud de la cual se modificaron 

algunos aspectos de la primera, en especial de los requisitos exigidos para el reconocimiento 

de la pensión de invalidez. En este sentido, y con el propósito de conocer la línea 

jurisprudencial de la Corte Constitucional al respecto, se abordan las principales providencias 

adoptadas por el alto tribunal en la materia, en el periodo comprendido entre 2018 a 2023, 

consistentes en las sentencias T-323 de 2018, T-046 de 2019, T-177 de 2020, T-293 de 2021 y 

T-436 de 2022, en virtud de las cuales se abordaron casos puntuales en las que se habían 

desconocido los derechos a la seguridad social, vida digna, mínimo vital y a la salud de los 

actores de las respectivas acciones de tutela interpuestas y acorde a esto, realizar en la parte 

final, un análisis argumentativo y fundamentado sobre la relevancia del criterio adoptado por 

el alto tribunal en materia de cierre constitucional al respecto. 
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Abstract 

 

Throughout this research, a presentation and analysis of the background of the 

disability pension is carried out, as one of the economic benefits, recognized within the 

General Social Security System, with the purpose of recognizing and guaranteeing the right to 

a decent life. , equality, vital minimum, among other important fundamental prerogatives, of 

those who, due to life contingencies, due to an illness or accident, have lost their ability to 

work, being unable to satisfy their basic needs on their own, in this way they are highlighted 

the law 100 of 1993, by which the aforementioned system is regulated, and Law 860 of 2003, 

by virtue of which some aspects of the latter were modified, with respect to the requirements 

for the recognition of the disability pension. In this sense, and with the purpose of knowing the 

jurisprudential line of the Constitutional Court in this regard, the main decisions adopted by 

the high court in this regard are addressed, in the period between 2018 to 2023, consisting of 

the sentences T-323 of 2018, T-046 of 2019, T-177 of 2020, T-293 of 2021 and T-436 of 

2022, by virtue of which specific cases were addressed in which the rights to social security, 

decent living, vital minimum and health of the actors in the respective protection actions filed 

had been unknown. In accordance with this and in the end, carry out an argumentative and 

well-founded analysis on the relevance of the criterion adopted by the high court in matters of 

constitutional closure in this regard. 
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Introducción 

 

Mediante esta investigación se buscó identificar los aportes jurisprudenciales de la 

Corte Constitucional, respecto a la pensión de invalidez, de acuerdo a la normatividad vigente, 

desde 2018 hasta 2023. Esto en razón a que este derecho ha sido reconocido como la 

prestación de carácter económico destinada a cubrir las contingencias que se le presentan a 

una persona cotizante en el Sistema de Seguridad Social en Pensiones, y que, cumpliendo los 

requisitos allí establecidos, sufre un accidente o enfermedad, de origen laboral o común, que le 

impiden continuar desarrollando sus actividades laborales, siendo merecedor de que se le 

reconozca este derecho (Bedoya & Yela, 2020, p. 56). 

Para el reconocimiento de esta pensión, como se mencionó anteriormente los 

cotizantes deben de cumplir ciertos requisitos, los cuales son; que se haya cotizado por lo 

menos cincuenta (50) semanas en los últimos tres (03) años previos a la estructuración de la 

enfermedad o al hecho causante del accidente (Ley 100 de 1993, art. 44). Además de ello, 

debe existir concepto de pérdida de capacidad laboral, PCL, igual o superior al cincuenta por 

ciento (50%) (Fuentes, 2020, p. 38). 

Ahora bien, merece especial atención aquellos casos en los que por incongruencias o 

indebido reconocimiento de la fecha de estructuración de la enfermedad o de la ocurrencia del 

accidente, se generan barreras administrativas a los solicitantes del beneficio pensional para el 

reconocimiento de la pensión de invalidez. Por ende, se fija como hipótesis que las 

administradoras de pensiones podrían incurrir en vulneración a los derechos fundamentales a 

la seguridad social, vida digna, mínimo vital y salud, de quienes solicitan el reconocimiento de 

la mencionada pensión, por desconocimiento de principios constitucionales como el de la 

condición mas beneficiosa o realizar una contabilización indebida de las semanas exigidas por 

la ley para el reconocimiento de la misma. 



Con el propósito de determinar los factores que influyen en el goce efectivo de este 

derecho, a lo largo de la investigación se abordaron tres (03) capítulos, de la siguiente manera: 

En el primero de ellos se expuso la evolución normativa de la pensión de invalidez en 

Colombia. En este sentido, se realizó una descripción de sus antecedentes, se presentaron sus 

fundamentos constitucionales y legales previstos por la Ley 100 de 1993, entre otros aspectos 

relevantes. 

El segundo capítulo, se centró en abordar el criterio de la Corte Constitucional a lo 

largo de sus pronunciamientos jurisprudenciales, desde 2018 hasta 2023, dentro del cual se 

abordaron las principales sentencias del alto tribunal en la materia como lo son las Sentencias 

T-323 de 2018, T-046 de 2019, T-177 de 2020, T-293 de 2021 y T-436 de 2022. 

Para finalmente, en el capítulo tercero, realizar una reflexión analítica, crítica y 

fundamentada respecto al análisis de las aludidas sentencias de tutela. 

Es importante manifestar que, mediante esta investigación se aborda un tema que es de 

relevante importancia para la sociedad en general, en el entendido de que muchas personas 

han cotizado al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, aspirando con ello a cumplir con 

las semanas de cotización y edad para obtener su pensión de vejez, pero que por circunstancias 

de la vida y por la vivencia de alguna contingencia en lo cotidiano o en el ámbito laboral, 

pueden padecer una enfermedad, o de manera infortunada e imprevista sufrir un accidente, que 

terminan afectando abruptamente su Pérdida de Capacidad Laboral. 

Por ende, es importante dar a conocer cuáles son los derechos que los afectados tienen 

ante el reconocimiento de la pensión de invalidez, con el propósito de que conozcan sus 

prerrogativas y las vías legales previstas por la ley y la jurisprudencia, para su protección, 

reconocimiento y pago. Igualmente, se espera que este trabajo académico sea de utilidad para 

la academia, ya que el tema que se analiza es recurrente en su estudio y practica profesional, 



de tal manera que mediante su desarrollo se busca ampliar los conocimientos, respecto a la 

figura jurídica analizada. 

Así las cosas, en el presente escrito se sostendrá que la Corte Constitucional es la 

principal garante de los derechos fundamentales a la vida digna, seguridad social, mínimo vital 

y salud, mediante el reconocimiento efectivo de la pensión de invalidez cualquiera sea su 

origen, y cuya posición que se sostendrá en el transcurso de este trabajo por las siguientes 

razones básicas: Primero, porque las administradoras de pensiones suelen imponer barreras 

administrativas para el reconocimiento de la pensión de invalidez. Segundo, porque en muchos 

casos, los jueces de primera y segunda instancia en sus providencias desconocen la aplicación 

de principios fundamentales como el de la condición mas beneficiosa. Y, tercero, porque la 

alta corporación, en materia de cierre constitucional a través de su criterio, ha logrado 

remediar, subsanar y coartar las circunstancias que vulneraban los derechos de las personas a 

las que se les había negado injustamente el reconocimiento de este beneficio pensional. 



Planteamiento del problema 

 

Descripción del problema 

 

El Sistema General de Pensiones en Colombia está regulado por la Ley 100 de 1993, 

en su libro I, para garantizar de manera universal a todas las personas protección ante las 

contingencias derivadas de circunstancias como lo son la invalidez, vejez y la muerte, 

mediante la regulación de los diferentes tipos de pensiones (Ley 100 de 1993, art. 10), 

previstas para que cuando las personas no estén en la capacidad de trabajar, dadas algunas de 

las situaciones mencionadas anteriormente, puedan una vez cumplidos los requisitos exigidos 

por la normatividad que regula la materia, gozar de una fuente de ingresos que les garantice la 

satisfacción de sus necesidades básicas de manera digna. 

En este orden de ideas, mediante esta investigación se analiza la pensión de invalidez, 

que está prevista por los dos Regímenes del Sistema General de Pensiones, que por una parte 

es aplicable al Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida (RPMPD), desde el 

art. 46 y ss., de la Ley 100 de 1993, y también se reconoce en el Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad (RAIS), en el art. 69 y ss. de la mencionada normatividad. 

Es de resaltar que el primero es administrado por Colpensiones, entidad estatal, y el 

segundo por fondos privados, como lo son Porvenir Cesantías S.A., Colfondos, Protección y 

Old mutual (Skandia); pero que, sin embargo, los requisitos para el reconocimiento en un 

régimen o en otro, son los mismos. Ahora bien, por pensión de invalidez se debe entender 

como la prestación de carácter económico destinada a cubrir las contingencias que se le 

presentan a una persona cotizante en el Sistema de Seguridad en Pensiones, y que, cumpliendo 

los requisitos allí establecidos, sufre un accidente o enfermedad, de origen laboral o común, 



que le impiden continuar desarrollando sus actividades laborales, siendo merecedor de que se 

le reconozca este derecho (Bedoya & Yela, 2020, p. 56). 

Para el reconocimiento de esta pensión, como se mencionó anteriormente los cotizantes 

deben de cumplir ciertos requisitos, los cuales son; que se haya cotizado por lo menos 

cincuenta (50) semanas en los últimos tres (03) años previos a la estructuración, de la 

enfermedad o al hecho causante del accidente (Ley 100 de 1993, art. 44). Además de ello, 

debe existir concepto de la Junta Regional de Calificación Medica, o Nacional, en la que se 

reconozca la pérdida de capacidad laboral en un cincuenta por ciento (50%) o mayor, para que 

se pueda reconocer la titularidad de la pensión (Fuentes, 2020, p. 38). Y excepcionalmente 

para el cotizante que cuente con menos de 20 años de edad, a quien se le exigen solo 26 

semanas cotizadas, previas a la fecha de estructuración para reconocer este tipo de pensión. 

Además de esto, se debe resaltar que esta modalidad de pensión está sujeta a revisión 

de su beneficiario, así las cosas, quien sea titular de ella deben someterse a exámenes médicos 

cada tres (03) años a solicitud de la Administradora de Fondos Pensionales, AFP, en aras a 

dejar sin efecto, ratificar o modificar el dictamen que sirvió de base para el reconocimiento de 

la pensión (Ley 100 de 1993, art. 44). Ahora bien, al analizar este panorama, resulta 

interesante indagar qué sucede con las personas que al momento de estar cotizando al Sistema 

de Seguridad Social en Pensiones no han cumplido con la exigencia de las semanas cotizadas 

en el término exigido por la ley. 

Por ende, resulta primordial verificar si en estos casos se toman en consideración 

situaciones especiales de vulnerabilidad, como es el caso de las mujeres cabeza de familia, de 

personas que dada su edad o porcentaje de discapacidad ya no resultan viables para los 

empleadores en su contratación. Es decir, si desde la jurisprudencia de la Corte Constitucional 



se han adoptado directrices en aras a garantizar la satisfacción de las necesidades básicas y 

dignidad de estas personas, que al no cumplir los requisitos mínimos exigidos por la ley para 

el reconocimiento de la pensión de invalidez quedan totalmente desprotegidos ante el campo 

laboral, que cada vez es más exigente y competitivo. 

Formulación del Problema 

 

¿Cuáles han sido los aportes jurisprudenciales de la Corte Constitucional respecto a la 

pensión de invalidez de acuerdo a la normatividad vigente, desde 2018 hasta 2023? 



Justificación 

 

Mediante esta investigación se aborda un tema que es de significativa importancia para 

la sociedad en general, en el entendido de que la mayoría de las personas se han desempeñado 

como empleados dentro de un contrato laboral, en cualquiera de sus modalidades, aspirando 

con ello a cumplir con las semanas de cotización y edad para obtener su pensión de vejez. Sin 

embargo, hay casos en los que, por las circunstancias y desenvolvimiento de los hechos, los 

accidentes de trabajo se pueden presentar de manera imprevista, generando pérdida de 

capacidad laboral, por ello, este tema puede resultar de interés general. 

Así las cosas, el texto se redacta en lenguaje claro y comprensible, en aras a que su 

lectura sea de fácil abordaje, ya que como se dijo antes, está dirigido a la comunidad en 

general, más no únicamente a los estudiosos del derecho. 

Por otro lado, también se espera que sea de utilidad para la academia, ya que el tema 

que se analiza es recurrente en su estudio y practica laboral, de tal manera que mediante su 

desarrollo se busca ampliar los conocimientos, respecto a la figura jurídica analizada, de quien 

lo lea, pudiendo resultar de interés para los estudiantes y los docentes al impartir sus cátedras. 

Sumado a ello, también podría ser de utilidad para la redacción de otros trabajos académicos 

investigativos, a título de antecedente, citación o a modo de ampliar la percepción de sus 

autores. 



Objetivos 

 

Objetivo general 

 

Identificar los aportes jurisprudenciales de la Corte Constitucional respecto a la pensión 

de invalidez de acuerdo a la normatividad vigente, desde 2018 hasta 2023 

Objetivos específicos 

 

Describir la evolución normativa de la pensión de invalidez en Colombia, desde 2018 

hasta 2023. 

Exponer el desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional respecto a la pensión 

de invalidez en Colombia, en el periodo comprendido por esta investigación, desde 

2018 hasta 2023. 

Identificar los aportes jurisprudenciales de la Corte Constitucional respecto a la pensión 

de invalidez de acuerdo a la normatividad vigente para el periodo estudiado desde 2018 

hasta 2023. 



Marco referencial 

 

Marco de antecedentes 

 

En primer lugar, se abordan las investigaciones internacionales en la materia, en aras 

de analizar la situación objeto de estudio desde la óptica de otros países, avances normativos al 

respecto y figuras jurídicas usadas en dichas naciones, de la siguiente manera; 

Para iniciar, se resalta la investigación denominada La legitimación activa en la acción 

ordinaria de protección en pensión por invalidez en materia laboral, de la autoría de Aguirre 

Rodríguez Shirma Yanara, realizada en el 2020 y publicada por la Universidad Regional 

Autónoma de los Andes de Ecuador, UNIANDES, mediante la cual se planteó como objetivo 

general realizar el análisis jurídico sobre dicho tema, desde el abordaje del caso 1168-12-JP, el 

cual se desarrolló con tres (03) objetivos específicos, el primero de ellos se centró en abordar 

teóricamente la figura jurídica de la pensión de invalidez, el segundo en describir la 

metodología de la valoración usada para el reconocimiento de este beneficio pensional y el 

último expuso puntualmente el procedimiento judicial con número 1168-12-JP, así las cosas, 

como principales hallazgos se destacan que; 

La Corte Constitucional ha garantizado la protección de derechos fundamentales ante el 

reconocimiento de la pensión de invalidez, en aquellos casos en los que los jueces de 

menor jerarquía han optado por desconocer el derecho a gozar de este beneficio 

pensional, por falta de requisitos formales, ante estos casos el alto tribunal ha manifestado 

que los mismos no pueden constituir barreras administrativas, desmejorando con ello las 

condiciones de vida digna de las personas. (Aguirre, 2020, p. 28) 



En este orden de ideas, el método de investigación fue cualitativo, con enfoque 

analítico, ya que se centró en el estudio de cada elemento o parte de los aspectos que 

interfieren en la problemática analizada, y sistemático, porque desde un estudio de los datos 

aislados se concretaron sus relaciones a modo de unificar los elementos hallados. Se debe 

manifestar que esta investigación es importante para el trabajo académico que se pretende 

realizar, en el entendido de que al exponer el régimen de pensión de invalidez de otro país 

otorga herramientas conceptuales relevantes para realizar un estudio desde el derecho 

comparado. 

Continuando por ésta misma línea de pensamiento se destaca la investigación 

denominada La pensión de invalidez en la Ley 19990 para su adecuada aplicación en el Perú, 

realizada por Salazar Cabrera Andy Yalim Piere en el año 2021, ante la Universidad Señor de 

Sipán, de esta manera se planteó como objetivo general establecer el conducto regular que se 

debe seguir para aplicar las directrices de la normatividad en mención. Mismo que se alcanzó 

desde el desarrollo de cuatro (04) tipos específicos, el primero de ellos correspondió a realizar 

una revisión de los antecedentes históricos del sistema de seguridad social en pensiones en el 

Perú; a través del segundo, se realizó un estudio de derecho comparado en el régimen 

pensional; mediante el tercero, se abordó a modo de crítica las barreras administrativas y 

falencias para el reconocimiento pensional y por último se planteó una propuesta que 

resultaría más eficaz para el reconocimiento de la pensión de invalidez, cada uno de estos 

objetivos fue desarrollado por capítulos independientes, desde el abordaje de conceptos y un 

análisis crítico al respecto. De esta manera se llegó a la siguiente conclusión; 

Existen vacíos normativos respecto al procedimiento que se debe seguir para el 

reconocimiento de la pensión de invalidez, de tal manera que en muchos casos se debe 



recurrir a la analogía en aras de lograr la protección de los solicitantes de la misma, de tal 

manera que en la práctica esta figura jurídica resulta ineficaz, dadas las barreras 

administrativas impuestas. (Salazar, 2021, p. 75) 

En este orden de ideas, su autor indicó, que el tipo de investigación fue cuantitativo y 

descriptivo, puesto que entró a analizar la situación objeto de estudio desde el abordaje de 

datos numéricos, desde una exposición detallada de los hallazgos encontrados, y diseño 

experimental, ya que expuso una serie de estrategias para mejorar las falencias descubiertas. 

De esta manera se debe destacar que esta producción intelectual es importante para el lector 

porque aporta conceptos básicos de la pensión de invalidez y normas internacionales, que 

pueden ser recapituladas en la investigación que se pretende realizar y aporta información para 

realizar un estudio desde el derecho comparado. 

Ahora bien, adentrándonos en el ámbito colombiano se proceden a resaltar las 

investigaciones nacionales, entre ellas la denominada La línea jurisprudencial de la corte 

constitucional sobre la pensión de invalidez de origen mixto, de la autoría de Luisa Fernanda 

Balanta y Lina María Rodríguez Henao, realizada en el 2018 ante la Unidad Central del Valle 

del Cauca, desde la cual se propuso como objetivo general analizar los pronunciamientos del 

alto tribunal ante este tipo de beneficio pensional. 

En tal sentido, sus objetivos específicos se centraron en estudiar el trámite para acceder 

a la pensión de invalidez de origen mixto, seguido a ello analizar las sentencias más relevantes 

en materia constitucional al respecto, para finalmente analizar el criterio del alto tribunal 

frente a este tipo de beneficio pensional. Así las cosas, sus autoras encontraron los siguientes 

hallazgos; 



El derecho a la pensión de invalidez de origen mixto ha sido abordado por la Corte 

Constitucional desde 2005, siendo su más ultima providencia la Sentencia T-518 de 2011, 

destacándose que el avance en la materia ha sido paulatino pero progresivo. Siendo la 

acción de tutela el único medio de defensa jurídico óptimo con el que cuentan los 

ciudadanos para el reconocimiento de este tipo de beneficio pensional, puesto que hay un 

vacío normativo al respecto. (Balanta & Rodríguez, 2018, p. 57). 

Prosiguiendo por esta misma línea de pensamiento, se resalta que el método de 

investigación fue jurídico, ya que tan solo se centró en el análisis de texto 

normativo, con fuentes de investigación primarias como leyes y sentencias de la 

Corte Constitucional, y secundarias como textos académicos. Ahora bien, esta 

investigación es relevante en el entendido de que aporta una amplia línea 

jurisprudencial en materia de pensión de invalidez, la cual facilita el trabajo de 

indagación, además al acceder a sus argumentos se puede ampliar la perspectiva 

del tema. 

Seguidamente, se procede a exponer la investigación denominada La pensión de 

invalidez y la posibilidad de trabajo, realizado por Carol Letrado, Jairo Rojas Meneses y 

Andrés Rivera Fonseca en el año 2019, ante la Universidad la Gran Colombia para la 

especialización en derecho al trabajo. Mediante la cual como objetivo general se fijó analizar 

las consideraciones de la Corte Constitucional, lineamientos constitucionales y ordenamiento 

jurídico respecto a este tipo de pensión, desde el 2000 hasta el 2018. 

De esta manera se fijaron cuatro (04) objetivos específicos desarrollados por capítulos 

independientes, de la siguiente manera; el primero, se centró en analizar el estado del arte de 

este beneficio pensional, el segundo en sintetizar su evolución histórica, el tercero abordó la 



línea jurisprudencial de la Corte Constitucional respecto a los derechos y garantías de los 

pensionados por invalidez que como resultado de la disminución del porcentaje de pérdida de 

capacidad laboral retoman actividades y finalmente se realizó una reflexión respecto al sistema 

y ordenamiento jurídico aplicable al tema objeto de estudio. De esta manera, se resaltan como 

sus principales conclusiones las siguientes: 

Los funcionarios administrativos, e inclusive judiciales, desconocen la normatividad que 

regula el procedimiento de calificación y reconocimiento de pensión de invalidez, lo que 

conlleva a que se generen múltiples vulneraciones a los derechos de los directamente 

implicados. Por ende, es importantísimo llevar a cabo un proceso de sensibilización en la 

materia, pero también en aras de generar unas mejores condiciones para el acceso a 

diferentes escenarios laborales, académicos, sociales, entre otros. (Letrado et al, 2019, p. 

76) 

El tipo de investigación utilizado fue mixto, es decir, cualitativo y cuantitativo, en el 

entendido de que se analizaron las principales características, causas y consecuencias del tema 

objeto de estudio, pero también se analizaron cifras numéricas al respecto, en aras de dar una 

mayor explicación de la problemática abordada. Es de resaltar que esta investigación es 

importante porque expone una amplia legislación y jurisprudencia constitucional, respecto a la 

pensión de invalidez, de tal manera que facilita el proceso de indagación. 

Se trae también a colación la investigación Reconocimiento de la pensión de invalidez 

en Colombia: debates presentes en la normatividad que la regulan, de la autoría de Jaime 

Hernando Pamplona Chaparro, publicada en el año 2019, mediante la cual se analizó el 

procedimiento de reconocimiento de este beneficio pensional dentro del Sistema de Seguridad 



Social en el Régimen Pensional, con base en la Ley 100 de 1993 y los principales 

pronunciamientos constitucionales al respecto. De esta manera se concluye que; 

La normatividad que regula el proceso de reconocimiento de la pensión de invalidez 

presenta vacíos normativos, por ende, los pronunciamientos de la Corte Constitucional y 

Corte Suprema de Justicia han sido de vital importancia para la garantía y goce efectivo 

de los derechos de los afectados, dadas las inconsistencias que se presentan entre el texto 

normativo y la realidad. (Pamplona, 2019, p. 18) 

Es menester resaltar que el método de investigación usado fue cualitativo, con enfoque 

jurídico, mediante un estudio documental legal y jurisprudencial. Así las cosas, esta 

investigación es importante porque aborda casos puntuales y reales que pueden ser traídos a 

colación dentro de la investigación que se pretende realizar. 

Marco conceptual 

 

Esta investigación constará de los siguientes ejes conceptuales; 

 

Pensión de Invalidez 

 

Este tipo de beneficio es concedido a una persona que de conformidad a dictamen 

médico, de junta de calificación, ha perdido el 50% o más de su capacidad para el trabajo que 

desempeñe, de tal modo que es reconocido como titular de una prestación económica mensual 

laboral (Fuentes, 2020, p. 37), para solventar sus necesidades y las de su familia que ya no 

pueden ser cubiertas por su fuerza laboral, dada la contingencia generada por el accidente de 

trabajo o enfermedad laboral. 

La pensión de invalidez ha sido prevista por el ordenamiento jurídico colombiano 

dentro del Sistema de Seguridad Social en Pensiones, mediante la Ley 100 de 1993, desde su 



art. 69 hasta el art. 72, como una manera de brindar protección a aquellos trabajadores que 

ante una contingencia, accidente o enfermedad de origen laboral o común, han quedado en 

estado de invalidez. De esta manera se busca que los trabajadores y sus familias tengan acceso 

al mínimo vital y con ello el disfrute de una vida digna, mediante la satisfacción de sus 

necesidades básicas. 

Jurisprudencia 

 

La jurisprudencia corresponde a aquellas resoluciones judiciales y sentencias que han 

sido adoptadas por los diferentes tribuales, siendo sumamente relevantes aquellas adoptadas 

por las altas cortes como lo son Consejo de Estado, Corte Suprema y la Corte Constitucional 

(Suárez, 2021, p. 23). Esta línea jurisprudencial resulta de suma utilidad para solucionar 

aquellos casos difíciles, respecto a los cuales hay vacíos normativos, de esta manera sirve de 

fuente del derecho (Suárez, 2021, p. 23), de tal manera que se evite que los operadores 

jurídicos den una interpretación errada al texto normativo. 

En este orden de ideas, se resalta que las principales características de la jurisprudencia 

son; a.) ser vinculante, ya que de ella se desprende la interpretación del texto normativo 

(Suárez, 2021, p. 24), cuando este resulte confuso o presente vacíos, b.) es creadora, porque 

mediante su interpretación se garantizan derechos que no se encuentran incluidos en el 

ordenamiento jurídico (Suárez, 2021, p. 24), pero que por interpretación constitucional deben 

ser reconocidos y c.) es constitucional, porque es una fuente formal del derecho (Fuentes, 

2020, p. 40). 



Corte Constitucional 

 

La Corte Constitucional está consagrada por la Constitución Política de 1991 en su art. 

 

239 y ss., hace parte de la Rama Judicial del poder público, está integrada por nueve (09) 

magistrados, quienes desempeñan sus competencias por un periodo de ocho (08) años, 

elegidos por el Senado de la Republica, como tal entró en funcionamiento el 17 de febrero de 

1992 (Corte Constitucional, 2019, p. 1). Sus principales funciones son ejercer control 

constitucional al texto normativo que sea demandado mediante acción de inconstitucionalidad 

y demás facultades que se resumen en ser la guardiana de la carta magna. 

Marco legal 

 

La normatividad aplicable al tema de investigación que se pretende abordar es la 

siguiente; 

Ley 100 de 1993 

 

Mediante la cual se regula el Sistema de Seguridad Social en Pensiones, 

específicamente de sus art. 69 al art. 72, que tratan acerca de la pensión de invalidez. 

Decreto 1295 de 1994 

 

Conforme a esta normatividad se reguló la administración y organización del Sistema 

de Riesgos Profesionales, definiendo sus objetivos, características, prestaciones, definiciones y 

demás aspectos. 

Ley 776 de 2002 

 

Mediante esta normatividad se regulan las prestaciones, organización y administración 

del Sistema de Seguridad Social en riesgos laborales, de tal manera que se reglamentan las 



prestaciones económicas y asistenciales para las incapacidades temporales, al igual que el 

procedimiento para reincorporación al trabajo, el estado de invalidez, monto de la pensión de 

sobrevivientes y demás aspectos relacionados. 

Ley 797 de 2003 

 

A través de esta disposición normativa se modifican los montos de cotizaciones para la 

pensión de invalidez y los requisitos para obtener el beneficio pensional. 

Decreto 2463 de 2001 

 

Mediante el cual se regula el funcionamiento, financiación e integración de las juntas 

de calificación de invalidez, desde sus principios rectores, clasificación de los grados de 

pérdida de capacidad laboral, competencias de sus funcionarios, periodos, términos, 

procedimiento, entre otras disposiciones afines. 

Decreto 1507 de 2014 

 

Desde el cual se regula el Manual Único para la calificación de disminución o pérdida 

de capacidad ocupacional o laboral, mediante la indicación de definiciones y normas de 

interpretación del mismo. 

Ley 1562 de 2012 

 

Mediante la cual se establecen ciertas modificaciones al Sistema de Seguridad Social 

en riesgos laborales y en Salud Ocupacional, respecto a al funcionamiento y administración de 

las juntas de calificación, sus honorarios y control. 



Marco Teórico 

 

La normatividad mediante la cual se regula el reconocimiento de la pensión de 

invalidez en Colombia, se encuentra previsto por la Ley 100 de 1993, en su art. 69 y ss., entre 

otras disposiciones legales. Sin embargo, los artículos que han sido previstos para tal fin 

presentan vacíos y pasajes oscuros, de tal manera que al intentar ser aplicados a casos 

puntuales colocan en desventaja a quienes reclaman sus derechos pensionales (Pamplona, 

2019, p. 24), puesto que es muy usual que los funcionarios administrativos e incluso judiciales 

no cuenten con los conocimientos suficientes al respecto (Pamplona, 2019, p. 24). 

Por dicha razón, la Corte Constitucional a través de su jurisprudencia ha sido la 

principal garante en el reconocimiento de derechos pensionales por causa de invalidez, 

creando con ello una importante línea jurisprudencial en la materia (Letrado et al, 2019, p. 79), 

misma que ha sido replicada por los juzgados en sus diferentes jerarquías. Pudiéndose 

manifestar con ello, que el alto tribunal ha tenido un impacto plausible, paulatino y progresista 

al respecto, aspecto que obedece a los preceptos de la teoría neo constitucional, en virtud de la 

cual: 

Las transformaciones del Derecho desde mediados del siglo XX han sido intensas, 

pasándose de constituciones que solamente eran discursos sin mayor vínculo con el 

ordenamiento jurídico a cartas magnas que se convertían en el eje central del 

ordenamiento jurídico. Aparece lo que se ha denominado teóricamente como la 

supremacía constitucional, donde los derechos fundamentales y principios son 

obligatorios por parte de las instituciones estatales. (Franco, 2017, p. 17) 



Así las cosas, se puede afirmar que toda actuación y acto jurídico en torno al 

reconocimiento de la pensión de invalidez en Colombia debe guiarse por los fundamentos y 

principios constitucionales de la carta magna de 1991, so pena de tornarse inconstitucionales y 

por ende ser derogados o declarados como ineficaces. Entonces, desde el punto de vista de la 

teoría del neoconstitucionalismo dentro del modelo de Estado constitucional y democrático de 

derecho el juez es garante de la guardia de la supremacía constitucional, control, protección y 

reconocimiento de derechos, por ende, ostenta un papel activo (Cano & Llano, 2015, p. 49) 

dentro del ordenamiento y sistema jurídico. Postura que ha sido desarrollada de conformidad a 

dichos preceptos por la Corte Constitucional en materia de reconocimiento pensional, en casos 

de invalidez. 



Metodología 

 

La metodología que se usó para dar cumplimiento a los objetivos fijados mediante esta 

propuesta de investigación fue la siguiente; 

Método de la Investigación 

 

El método de investigación que se empleó fué descriptivo, puesto que se centró en 

abordar la evolución que ha tenido el concepto de pensión de invalidez en Colombia desde la 

jurisprudencia constitucional, de esta manera los hallazgos se plasmaron en la investigación de 

manera cronológica, desde el pronunciamiento más antiguo emitido desde el 2018 hasta el 

2023, así las cosas, se pretende ir resolviendo los interrogantes que vayan surgiendo, al igual 

que sus principales causas, características y consecuencias jurídicas. 

Tipo de Investigación. 

 

Su enfoque fue jurídico-descriptivo, pues se centró únicamente en el análisis del 

ordenamiento jurídico y pronunciamientos de la Corte Constitucional, en aras a conocer el 

régimen normativo aplicable a las personas que por su pérdida de capacidad laboral deben 

resultar beneficiadas de la pensión de invalidez desde sus diferentes enfoques. 

Ahora bien, fue descriptivo en razón a que mediante el desarrollo de la investigación 

no se pretendió interferir o modificar la realidad hallada, por ello no es de tipo experimental. 

Por el contrario, tan solo se interesó en conocer las características, procedimientos y factores 

identificados, además de ir dando solución a los interrogantes que surgían en el desarrollo de 

la indagación, exponiéndolos de manera cronológica para una mejor comprensión del lector. 



Capítulo I 

 

Evolución normativa de la pensión de invalidez en Colombia 

 

A lo largo de este capítulo se analizará la evolución normativa de la pensión de 

invalidez en Colombia, desde sus antecedentes más próximos hasta su actual regulación, para 

lo cual las autoras se valieron de estudio y análisis documental, sobre fuentes confiables. 

Antecedentes de la pensión de invalidez 

 

En Colombia el primer régimen pensional fue previsto en el año 1946, dentro del cual 

se creó la Caja Nacional de Precisión Social, CAJANAL por sus siglas, el cual era únicamente 

aplicable a los empleados del sector público, mismo que posteriormente fue ampliado a los 

empleados privados, esto para 1967 (Cuellar, 2016, p. 6). Como tal la entidad encargada de 

esta importante función fue el Instituto Colombiano de los Seguros Sociales, ICSS, que 

posteriormente en 1977 se pasaría a denominar Instituto de Seguros Sociales, ISS (Cuellar, 

2016, p. 6). 

Sin embargo, tras dos (02) décadas de estar en funcionamiento el Sistema Pensional, 

bajo el Régimen de Prima Media, RPM, comenzó a presentar graves problemas de 

insostenibilidad financiera que colocaron en riesgo su financiamiento. Situación que se 

atribuye a diferentes factores como lo son; el incumplimiento por parte del Estado de entregar 

los recursos suficientes para sufragar su sostenimiento, las variaciones demográficas, dado el 

aumento de la expectativa de vida y diminución de la natalidad, entre otras circunstancias 

(Suárez, 2011, p. 21) situación que no era exclusiva de Colombia, sino que también afectaba a 

diferentes Estados de la región latinoamericana (Cuellar, 2016, p. 7). 



Estos factores encendieron las alarmas ante una total insolvencia del sistema en el que 

se tendría que optar por hacer uso de las reservas del ISS, para poder satisfacer las mesadas 

pensionales, las cuales tan solo bastarían para cubrir dichas necesidades por un término 

máximo de tres (03) años (Suárez, 2011, p. 21). Por ende, se vio la necesidad de crear un 

nuevo Sistema de Seguridad Social que garantizara la sostenibilidad del pago de las 

obligaciones pensionales de los beneficiarios, sin que esto implicase comprometer la 

satisfacción de las futuras mesadas. 

Además de lo anterior, con la influencia constitucional se abriría la puerta a la creación 

de un nuevo Sistema universal que pretendía cubrir las necesidades básicas de la población 

colombiana en contra de las contingencias de la vida, como la muerte, enfermedad, invalidez, 

entre otras, desde la previsión de prestaciones económicas y asistenciales que garantizaran el 

disfrute de una vida digna. Pero, previamente a analizar de fondo esta reglamentación resulta 

importante conocer cuáles son los fundamentos constitucionales que, con la entrada en 

vigencia de la Constitución Política de 1991, reforzaron los planteamientos normativos de la 

pensión de invalidez. 

Fundamentos constitucionales de la pensión de invalidez 

 

El constituyente de 1991 previó una serie principios dentro de la Constitución Política 

de 1991, como la autodenominación de Estado Social de Derecho fundado en la dignidad 

humana (Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política de 1991, art. 1), la 

consagración de que uno de sus fines esenciales es el garantizar la efectividad de los principios 

y derechos constitucionales (Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política de 1991, 

art. 2). 



Sumado a esto, se consagró la igualdad universal como un derecho fundamental, es 

decir, el Estado tiene el deber de brindar la misma protección a todas las personas sin 

discriminación alguna (Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política de 1991, art. 

13), aún menos por su condición física. Estas, entre otras importantes prerrogativas 

establecieron el marco constitucional de conformidad al cual las personas en estado de 

invalidez tienen el derecho a no ser discriminados, a que se les brinden las herramientas 

jurídicas eficaces para materializar sus prerrogativas, a poder satisfacer sus necesidades 

básicas y a ser respetados de manera coherente en su condición de seres humanos. 

Es evidente que, el tipo de igualdad de la que trata el marco constitucional, no es un 

mandato que se debe interpretar de manera literal, ya que es evidente que hay personas que 

dadas sus situaciones merecen especial protección. Este es el caso de quienes se encuentran en 

estado de discapacidad, ya que, deben ser tratados de manera coherente y acorde a esta, de lo 

contrario se los colocaría en desventaja ante el resto de la sociedad, esto es lo que se denomina 

como discriminación positiva, figura jurídica que busca brindar los medios adecuados, desde 

la previsión de disposiciones normativas y administrativas especiales (Corte Constitucional, 

2003, Sentencia C-964). 

Ahora bien, de conformidad al art. 48 de la Constitución Política se ha reconocido a la 

Seguridad Social como un servicio público, que debe ser prestado de manera obligatoria y de 

conformidad al control, coordinación y dirección del Estado (Asamblea Nacional 

Constituyente). En este sentido, se le atribuyeron una serie de principios constitucionales al 

mencionado derecho, los cuales son la eficacia, solidaridad y universalidad, de conformidad al 

marco constitucional y legal (Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política de 

1991, art. 48) para que estas personas puedan ejercer sus derechos de manera efectiva, tal es el 



caso de la pensión de invalidez, analizada a lo largo de esta investigación. Ahora bien, es 

importante mencionar que Colombia ha ratificado diferentes tratados internacionales en 

materia de seguridad social, en virtud de los cuales se establecen las garantías necesarias para 

la satisfacción de una vida digna de las personas que, por diferentes circunstancias o 

contingencias como la vejez o la incapacidad, se ven imposibilitados para satisfacer por su 

cuenta sus necesidades básicas, entre los que se pueden mencionar el Convenio Multilateral 

Iberoamericano de Seguridad Social, CMIS (Corte Constitucional, 2022, Sentencia C-447). 

De esta manera, el Estado está en la obligación de planificar y organizar los recursos 

que sean necesarios para la materialización de este derecho (Corte Constitucional, 2022, 

Sentencia C-447). Por ende, se puede afirmar que existe un sólido marco constitucional y legal 

que insta al ente estatal a garantizar el derecho a la seguridad social de todos los habitantes del 

territorio nacional. 

La pensión de invalidez desde las disposiciones de la Ley 100 de 1993 

 

De esta manera, se expide la Ley 100 de 1993, la cual reguló el Sistema General de 

Seguridad Social, con el propósito de crear una serie de instituciones, normas y 

procedimientos destinados a garantizar el goce de vida digna, sin discriminación, ante las 

diferentes contingencias como el deterioro de la salud y la falta de capacidad económica, en 

aras a garantizar el bienestar individual y colectivo (Congreso de la Republica, Ley 100 de 

1993). 

En este sentido, los principios del Sistema de Seguridad Social que se pueden resaltar y 

que son aplicables al tema objeto de análisis, serían la universalidad, es decir que se protegería 

a toda persona sin discriminación alguna (Congreso de la Republica, Ley 100 de 1993, art. 2). 



La solidaridad, entendida como la ayuda del más fuerte ante el más débil, la integralidad, que 

implica que deben proteger todas las contingencias que afecten a las personas, como lo es el 

deterioro de la salud (Congreso de la Republica, Ley 100 de 1993, art. 2). 

En sus tres (03) ámbitos más importantes, la salud, los riesgos profesionales o 

laborales y en pensiones. Este último se conoce como el Sistema General en Pensiones, SGP, 

que se subdivide en dos (02) regímenes que son excluyentes entre sí, los cuales son; el 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida, RPM, administrado por Colpensiones, y el 

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, RAIS, a cargo de las administradoras de 

pensiones privadas (Congreso de la Republica, Ley 100 de 1993, art. 12). 

Dentro de ambos quedó consagrada la pensión de invalidez, es decir, se aseguró que su 

regulación, reconocimiento y garantía fuese universal, y no hubiese discriminación bajo 

ninguna circunstancia, para el goce de este derecho para los afiliados de uno u otro régimen. 

Como tal, esta figura jurídica se encuentra regulada, dentro del régimen de RPM, por el art. 38 

y ss. de las Ley 100 de 1993, según la cual el estado de invalidez de una persona se configura 

cuando hubiese perdido el 50% o más de su capacidad laboral (Congreso de la Republica). La 

cual busca: 

Proteger desde una prestación económica, a quien, como consecuencia de una enfermedad 

o accidente de origen común o laboral, ha resultado afectado, a tal punto que pueda verse 

imposibilitado para trabajar y satisfacer sus necesidades básicas de manera digna. De esta 

manera, la mesada pensional servirá como sustitución del salario que devengaba el 

afectado previa a la ocurrencia del daño. (Suarez, 2011, p. 39) 



Para lo cual el solicitante deberá además cumplir con una serie de requisitos, los cuales 

son haber cotizado por lo menos cincuenta (50) semanas en los últimos tres (03) años 

anteriores a la estructuración de la enfermedad (Congreso de la Republica, Ley 100 de 1993, 

art. 39). En lo que respecta al accidente, se requiere el mismo computo de cotizaciones en el 

indicado lapso de tiempo, pero contados desde la ocurrencia del hecho causante o generador 

(Congreso de la Republica, Ley 100 de 1993, art. 39). 

Sin embargo, cuando el afiliado hubiese cotizado como mínimo el 75% de las semanas 

que se requieren para el reconocimiento de la pensión de vejez, tan solo será necesario la 

cotización de 25 semanas durante el lapso de tiempo mencionado anteriormente (Congreso de 

la Republica, Ley 100 de 1993, art. 39). Ahora bien, para los menores de 20 años, tan solo se 

les exige que durante el año inmediatamente anterior a la estructuración de la enfermedad o de 

la ocurrencia del hecho que generó el accidente hubiese cotizado 26 semanas (Congreso de la 

Republica, Ley 100 de 1993, art. 39). 

En este sentido, se debe resaltar que esta es la actual regulación prevista por la Ley 100 

de 1993, la cual fue modificada por la Ley 860 de 2003. Ya que, anteriormente tan solo se 

requería que los afiliados hubiesen cotizado al régimen por lo menos 26 semanas al momento 

de haberse producido el estado de invalidez (Suarez, 2011, p. 42). O que quien hubiese dejado 

de cotizar al Sistema Pensional cumpliere con este número de semanas, por lo menos en el año 

inmediatamente anterior a dicho suceso (Suarez, 2011, p. 42). 

Como se puede observar, con la implementación de la Ley 860 de 2003 el acceso a la 

pensión de invalidez en Colombia se hizo mucho más complejo para quienes pretendieren 

optar por el subsidio pensional. Es decir, en el Estado colombiano el Sistema Pensional con el 



transcurso del tiempo ha tendido a tonarse más complejo para que las personas accedan a la 

pensión. 

Sin embargo, es importante resaltar que la contabilidad de estas semanas ha recibido 

un importante cambio de perspectiva desde el criterio de la Corte Constitucional, de 

conformidad al cual las semanas que se coticen con posterioridad a la estructuración de la 

enfermedad o la ocurrencia del accidente, también deben ser tomadas en consideración para el 

cálculo total de las requeridas para el reconocimiento de la pensión de invalidez. Esto, de 

conformidad a los principios de solidaridad, integralidad, universalidad, buena fe y 

prevalencia de la realidad (Corte Constitucional, 20156, Sentencia SU-588). 

Aspecto realmente importante, si se tiene en consideración que uno de los fines del 

Estado es garantizar el goce efectivo de la dignidad humana, el cual se puede materializar de 

manera efectiva, en el caso de las personas declaradas invalidas, desde el disfrute de este 

beneficio pensional. Además de que, esto tampoco implicaría defraudar al fondo pensional, ya 

que en últimas el dinero que se cotice con posterioridad también pasaría a financiar el sistema. 

En este sentido, es importante mencionar que el estado de invalidez debe ser calificado 

de conformidad a la normatividad prevista para dicho fin, y siguiendo las disposiciones del 

Manual único creado con dicho propósito. De conformidad al cual, las entidades promotoras 

de salud, EPS, deberán emitir un concepto entre el día 120 al 180 de incapacidad, transcurrido 

este término hasta máximo los 540 días dicha función le corresponderá a la AFP (Congreso de 

la Republica, Ley 100 de 1993, art. 40). 

Sin embargo, la decisión definitiva del trabajador lo deberá dar la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez, en primera instancia, y en segunda le corresponde a la Junta 



Nacional de Calificación de Invalidez (Congreso de la Republica, Ley 100 de 1993, art. 42). 

Es importante mencionar que, esta primera deberá prestar su concepto cuando el trabajador 

manifieste su inconformidad, dentro de los diez (10) días siguientes de la emisión del 

dictamen, con la calificación dada en primera oportunidad. Dictamen que es apelable en 

segunda instancia ante la segunda autoridad mencionada, para lo cual se contará con el 

término de cinco (05) días (Palomino, 2019, p. 8). 

De conformidad con lo anterior, si le logra acreditar que el empleado que ha sufrido el 

accidente o padece la enfermedad ha adquirido sobre su cuerpo una incapacidad igual o 

superior al 50%, se le deberá reconocer la pensión de invalidez (Palomino, 2019, p. 8). De lo 

contrario, y de este porcentaje ser menor, el empleador deberá ser reintegrado a su cargo 

laboral en las condiciones adecuadas que su condición así lo amerite, en aras a garantizar su 

bienestar corporal (Palomino, 2019, p. 8). 

Pero, ante el caso en el que el afiliado al Sistema de Seguridad Social hubiese sido 

declarado en estado de invalidez, pero sus semanas cotizadas no alcanzasen para disfrutar del 

beneficio pensional, al cotizante se le deberá devolver el dinero que aportó al fondo pensional, 

a título de indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez (Congreso de la Republica, 

Ley 100 de 193, art. 45). Ahora bien, esta figura jurídica también se encuentra prevista en el 

RAIS, normatividad dentro de la cual su aplicabilidad se remite a los artículos 38, 39, 40 y 41 

de la Ley 100 de 1993, ya abordada a lo largo de este capítulo. 

La única diferencia para resaltar consiste en que, dentro de este último régimen, ante el 

incumplimiento de las semanas requeridas para obtener el beneficio pensional no se menciona 

la expresión indemnización sino, devolución de saldos por invalidez. Que en ultimas tiene el 



mismo propósito, devolver el dinero cotizado por parte del afiliado al fondo pensional 

(Congreso de la Republica, Ley 100 de 193, art. 72). 

Apreciaciones sobre el Manual Único para la Calificación de la Pérdida de la 

Capacidad Laboral y Ocupacional 

Es importante mencionar que, todas las actuaciones dentro del procedimiento de la 

calificación de la pérdida de capacidad laboral se encuentran debidamente regladas, en aras a 

garantizar el debido proceso de las personas que se sometan al mismo. En este sentido, es 

importante traer a colación el Manual Único para la Calificación de la Pérdida de la Capacidad 

Laboral y Ocupacional, regulado por el Decreto 1507 de 2014, a lo largo del cual se establecen 

una serie de definiciones, dentro de las cuales se prevén las principales afectaciones que puede 

sufrir una persona sobre su cuerpo, como consecuencia de la estructuración de una enfermedad 

o el acontecimiento de un hecho generador de un accidente. 

Entre las que se pueden traer a colación se encuentran; a.) la deficiencia, la cual 

consiste en la anormalidad o perdida de la función o estructura psicológica, anatómica o 

fisiológica, o la pérdida de un tejido, órgano miembro u otra parte del cuerpo (Presidencia de 

la Republica, Decreto 1507 de 2014, art. 3). La b.) discapacidad, que se refiere a la ausencia o 

restricción de la capacidad para ejecutar una actividad normal dentro de las posibilidades 

humanas (Presidencia de la Republica, Decreto 1507 de 2014, art. 3). 

La minusvalía también fue definida dentro del mencionado Manual, como aquellas 

situaciones de desventaja en una persona, que lo limita en el cumplimiento de un rol, el cual 

impide que desarrollar actividades de conformidad al rendimiento o expectativas esperadas 

(Presidencia de la Republica, Decreto 1507 de 2014, art. 3). La deficiencia, fue consignada 



como la alteración que se produce en las funciones fisiológicas que sufre una persona en sus 

funciones fisiológicas (Presidencia de la Republica, Decreto 1507 de 2014, art. 3). 

Es importante mencionar que en el lapso de tiempo comprendido desde 2018 hasta 

2023 no ha existido ningún pronunciamiento normativo relevante en materia de la regulación, 

reconocimiento y garantía de la pensión de invalidez. Por ende, resulta interesante analizar 

cuáles son los pronunciamientos jurisprudenciales al respecto, en aras a determinar si el juez 

constitucional desde su criterio ha sentado algún precedente importante al respecto. 



Capitulo II 

 

Desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional respecto a la pensión de invalidez en 

Colombia, en el periodo comprendido desde 2018 hasta 2023 

A lo largo de este capítulo se abordarán los principales pronunciamientos 

jurisprudenciales, de la Corte Constitucional, en materia del reconocimiento de la pensión de 

invalidez, en el periodo comprendido desde 2018 hasta 2023. 

Sentencia T-323 de 2018 

 

Mediante la Sentencia T-323 de 2018 la Corte Constitucional conoció el caso de 

Fabián De Jesús Suaza Villa, quien presento acción de tutela en contra de Colpensiones, en 

aras a solicitar el amparo a sus derechos fundamentales a la dignidad, el mínimo vital y la 

seguridad social. En este sentido, se logró comprobar que el accionado para la fecha del fallo 

contaba con 59 años de edad y que había cotizado al fondo de pensiones desde el mes de 

septiembre de 1982 hasta el mes de abril de 1998, completando un total de 537 semanas 

cotizadas (Corte Constitucional, 2018, Sentencia T-323). 

Quien fue diagnosticado con Hemiparesia Flácida izquierda, en el año 2015, y 

diagnosticado en el 73.2% de perdida de capacidad laboral en el año 2016 por Colpensiones. 

Por dicha razón al inicio del año inmediatamente siguiente solicito ante la administradora de 

pensiones el reconocimiento de su pensión de invalidez, entidad que a mediados de 2017 

decidió negar el beneficio pensional, argumentando que el solicitante no cumplía el requisito 

de haber cotizado 50 semanas en los ultimo tres años anteriores a la estructuración de la 

enfermedad, esto de conformidad a la Ley 860 de 2003 (Corte Constitucional, 2018, Sentencia 

T-323). 



Como consecuencia de esta situación, el actor manifestó que se ha visto imposibilitado 

de sufragar sus necesidades básicas, en razón a que dada su incapacidad estaba totalmente 

impedido para laborar. En este sentido, al alto tribunal en materia de cierre constitucional tras 

analizar el marco constitucional y legal aplicable al caso en cuestión, manifestó que 

Colpensiones desconoció el principio de condición más beneficiosa, que de conformidad a la 

Sentencia SU-442 de 2016, puesto que no se tomo en consideración que el actor había 

cotizado desde el mes de septiembre de 1982 hasta abril de 1998 (Corte Constitucional, 2018, 

Sentencia T-323). 

Es decir, le eran aplicables dos normativas, el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 

1993, este primero solo exigía como requisito para el reconocimiento de la pensión de 

invalidez que el afiliado hubiese cotizado 150 semanada en los últimos 6 años anteriores a la 

estructuración de la enfermedad o 300 semanas en cualquier época, por ente esta normatividad 

era la realmente aplicable, ya que resultaba más beneficiosa para el accionante. (Corte 

Constitucional, 2018, Sentencia T-323) 

Por las razones dadas, la Corte Constitucional resolvió la decisión del ad quem, 

mediante la cual se había negado el amparo solicitado, y en consecuencia ordenar la 

protección de los derechos a al seguridad social, mínimo vital y vida diga del señor Suaza 

Villa, y con esto se insto a la administradora de pensiones Colpensiones reconocer y pagar de 

manera efectiva su pensión de invalidez (Corte Constitucional, 2018, Sentencia T-323). 

Sentencia T-046 de 2019 

 

Ahora bien, la Corte Constitucional en el 2019 se pronuncio de fondo ante otro caso en 

materia de reconocimiento de la pensión de invalidez, decidido mediante la Sentencia T-046, 



de conformidad al cual la señora Marcela Ramírez Ospina interpuso acción de tutela en contra 

de Porvenir S.A. En razón a que, la administradora de pensiones negó su solicitud de pensión 

de invalidez, en este sentido la actora invoco la protección de sus derechos fundamentales a la 

seguridad social y vida digna (Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046). 

Según los hechos expuestos en la acción constitucional Ramírez Ospina desde el 2014 

comenzó a sufrir padecimientos en su salud, dados fuertes dolores abdominales y debilidad en 

sus extremidades superiores e inferiores (Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046). Su 

estado continúo empeorando hasta en el mes de junio de 2015 tuvo que ser hospitalizada, 

momento en el que sus médicos tratantes le diagnosticaron porfiria aguda intermitente, 

enfermedad que le causo una parálisis total en su cuerpo, la cual solo le permitía mover su 

cabeza durante cierto lapso de tiempo (Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046). 

La actora fue calificada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, con sede en 

Bogotá, la cual se asigno un porcentaje de perdida de capacidad laboral del 58.20% (Corte 

Constitucional, 2019, Sentencia T-046). Con dicho dictamen, Ramírez Ospina solicito a 

Porvenir el reconocimiento y pago de su pensión de invalidez, petición que fue rechazada por 

la administradora de pensiones argumentando que la solicitante no cumplía con el requisito de 

haber cotizado como mínimo 50 semanas, dentro de los últimos 3 años anteriores a la fecha de 

la estructuración de la enfermedad, según la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 860 de 

2003 (Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046). 

En este sentido la accionante manifestó que desde el año 2015 cotizo al sistema 

pensional de manera ininterrumpida, completado un total de 275 semanas (Corte 

Constitucional, 2019, Sentencia T-046). Que, además de esto, era la madre de 2 menores de 

edad que dependían económicamente de ella, y que dada su situación de salud se veía 



totalmente imposibilitada para trabajar y satisfacer las necesidades básicas propias y las de su 

núcleo familiar (Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046). 

Ante esta situación, la Corte Constitucional una vez analizado el aspecto factico y la 

normatividad aplicable, indicó que la acción de tutela, efectivamente era el mecanismo 

apropiado para garantizar la protección de los derechos fundamentados por la acciónate (Corte 

Constitucional, 2019, Sentencia T-046), ya que, ante su situación, el someterla a la demora de 

un proceso en la jurisdicción ordinara implicaría agravar aun más su ya complicada 

problemática (Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046). De esta manera el alto tribunal 

desestimo los argumentos de la providencia de segunda instancia que negó el amparo 

solicitado. 

En este orden de ideas, expuso que las empeladas domesticas merecen una especial 

protección, en razón a la sistemática e histórica discriminación a la que se las ha sometido y 

por ende, sus derechos en materia de seguridad social deben ser efectivamente protegidos 

(Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046). Ahora bien, ante los argumentos de la 

administradora de pensiones, de conformidad a los cuales se negó el reconocimiento de la 

pensión de invalidez, la Corte Constitucional manifestó que si bien es cierto que la afiliada no 

cotizo las 50 semanas durante los últimos 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de la 

estructuración de la enfermedad (Corte Constitucional, 2019, Sentencia T-046), no se puede 

desconocer el esfuerzo de la accionante por continuar cotizando al fondo de pensiones, aun 

con el padecimiento de su enfermedad. Por ende, las semanas aportadas con posterioridad a la 

estructuración de la enfermedad deben ser contabilizadas para el computo total, y con esto 

reconocer de manera efectiva el beneficio pensional de la accionante (Corte Constitucional, 

2019, Sentencia T-046). En este sentido, la Corte Constitucional ordeno revocar el fallo de 



segunda instancia que desconoció el amparo solicitado, tutelo los derechos fundamentales a la 

seguridad social y mínimo vital e insto a Porvenir a reconocer y pagar efectivamente la 

pensión de invalidez de la accionante. 

Sentencia T-177 de 2020 

 

Dentro de la Sentencia T-177 de 2020 la Corte Constitucional analizo la procedencia 

de la acción de tutela interpuesta por el señor JAB, en contra la AFP P S.A y la ARL S, dentro 

de la cual se solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la salud, mínimo vital 

igualdad (Corte Constitucional, 2020, Sentencia T-177). De conformidad a los hechos 

expuestos en la acción constitucional, el accionado fue diagnosticado con VIH, en el mes de 

enero de 2006, sumado a esto, en el año 2017 fue diagnosticado con toxoplasmosis, lo que le 

causo una inflamación en su cerebro (Corte Constitucional, 2020, Sentencia T-177). 

Dada su condición, se vio impedido para desempeñar sus funciones como guardia de 

seguridad. Razón por la cual, en el mes de enero de 2018 solicito ante el Fondo de Pensiones y 

Cesantías P S.A su calificación de pérdida de capacidad laboral (Corte Constitucional, 2020, 

Sentencia T-177). Entidad que encontró probada el 77.85% de PCL, la fecha de estructuración 

de su enfermedad fue asignada desde el mes de enero de 2006, ya que en esta fecha le fue 

diagnosticado el VIH que padecía (Corte Constitucional, 2020, Sentencia T-177). 

De conformidad con lo anterior, la administradora de pensiones argumento que 

teniendo en cuenta dicha fecha, y a que el señor JAB se vinculo a la misma con posterioridad, 

la actuación a seguir seria la devolución de saldos, del dinero que había cotizado en su cuenta 

pensional (Corte Constitucional, 2020, Sentencia T-177). Ante esta situación, la Corte 

Constitucional manifestó que; 



Las personas que padecen de VIH sufren un deterioro progresivo en su salud, el cual les 

permite continuar trabajando, ya que sus cacapacidades funcionales le permiten continuar 

cumpliendo sus funciones laborales. Por consiguiente, para la contaminación de las 50 

semanas exigidas, en los últimos tres años inmediatamente anteriores a fecha de la 

estructuración de la enfermedad, reguladas por la Ley 860 de 2003, se deben tener en 

cuenta hasta la última semana cotizada por el accionante, es decir, hasta el mes de agosto 

de 2016. (Corte Constitucional, 2020, Sentencia T-177) 

En este sentido, el alto tribunal en materia de cierre constitucional decidió amparar los 

derechos fundamentales de la salud, vida digna y mínimo vital del accionante, y de 

conformidad con esto ordenar a la administradora de pensiones el reconocimiento y pago 

efectivo de la pensión de invalidez (Corte Constitucional, 2020, Sentencia T-177). 

Sentencia T-293 de 2021 

 

En el año 2021 la Corte Constitucional emitió un importante pronunciamiento en 

materia de reconocimiento de la pensión de invalidez, mediante la Sentencia T-293 decidió de 

fondo la acción de tutela interpuesta por el señor José Campo Elías Ruíz Mojoco en contra 

Porvenir, dentro de la cual solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad 

social y mínimo vital (Corte Constitucional, 2021, Sentencia T-293). Así las cosas, según el 

aspecto fáctico expuesto, el accionante fue diagnosticado con sordomudez desde su 

nacimiento, condición que le impidió desarrollar habilidades comunicativas, como la escritura, 

lectura y lenguaje (Corte Constitucional, 2021, Sentencia T-293). 

Pese a esto, logró desempeñarse como auxiliar de construcción, ante diferentes 

empleadores, lo que le permitió cotizar 390 semanas ante la administradora de pensiones 



mencionada (Corte Constitucional, 2021, Sentencia T-293). Expuso que dado a que la pérdida 

de audición aumentó, para el momento de la interposición de la acción de tutela y a su elevada 

edad, pues contaba con 60 años, se ha visto imposibilitado para trabajar, lo que le ha impedido 

percibir ingresos y tampoco contaba con familiares que le ayudaran a sufragar sus gastos 

básicos (Corte Constitucional, 2021, Sentencia T-293). Agregó que, en el mes de febrero se le 

diagnosticó hipoacusia neurosensorial bilateral, motivo por el cual solicitó su calificación de 

pérdida de capacidad laboral ante Porvenir. 

Entidad que determinó que su PCL se encontraba en 57%, y la fecha de estructuración 

reconocida fue el 17 de marzo de 1959, es decir, el día de su nacimiento (Corte Constitucional, 

2021, Sentencia T-293). Dictamen que fue tomado como argumento y justificación para negar 

el reconocimiento de la pensión de invalidez, puesto que se indicó que no se cumplía con el 

requisito de la cotización mínima de 50 semanas durante los 3 años inmediatamente anteriores 

a la estructuración de la enfermedad (Corte Constitucional, 2021, Sentencia T-293). 

Ante esta situación la Corte Constitucional manifestó que el accionante realizó su 

ultimo aporte al Sistema de Pensiones el 31 de marzo de 2014, es decir, pese a que dese su 

nacimiento fue diagnosticado con la enfermedad que posteriormente le impidió seguir 

laborando, continúo conservando su capacidad laboral residual. En razón a esto, hasta la fecha 

mencionada había aportado 419 semanas. Ahora bien, en los 3 años anteriores a la fecha en la 

que su capacidad de trabajo desapareció por completo, el accionante había aportado 49.86 

semanas durante los 3 años inmediatamente anteriores a dicho acontecimiento. 

Ante esta situación la Corte Constitucional manifestó que los requisitos exigidos por la 

ley pueden flexibilizarse, puesto que dada su condición de discapacidad del 57.05% y a su 

edad, resulta ostensible su incapacidad para laborar. Por consiguiente, la ausencia de las 0.14 



semanas para el reconocimiento de la pensión de invalidez, no deben ser impedimento para el 

reconocimiento del derecho pensional del afiliado. En este sentido, el alto tribunal en materia 

de cierre constitucional resolvió revocar la sentencia de segunda instancia, mediante la cual se 

invoco el amparo solicitado por el accionante, en consecuencia, ordenó la protección de sus 

derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social, instando a Porvenir a reconocer y 

pagar de manera efectiva la pensión de invalidez. 

Sentencia T-436 de 2022 

 

La Corte Constitucional mediante su Sentencia T-436 de 2022, conoció el caso del 

señor Néstor, quien presento acción de tutela en contra de Colpensiones, solicitando la 

protección de sus derechos constitucionales al mínimo vital y la seguridad social. En este 

sentido el actor manifestó que laboro desde 1976 ante el sector privado hasta 2008, año en el 

que tuvo que retirarse por su diagnostico de Parkinson, que el impidió seguir cumpliendo sus 

funciones (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T-436). 

Posteriormente en el año 2019 fue calificado por la Junta Regional de Calificación, con 

competencia en el Quindío, con el 54,94% de perdida de capacidad laboral, la fecha de 

estructuración asignada fue el 14 de mayo de 2019 (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T- 

436). De conformidad a lo anterior el señor Néstor elevo petición ante su administradora de 

pensiones Colpensiones, solicitando el reconocimiento de su pensión de invalidez, de 

conformidad al Acuerdo 049 de 1990, ya que en el lapso de tiempo que aporto al fondo de 

pensiones cotizo un total de 300 semanas (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T-436). 

Sin embargo, la entidad se apartó de dicha postura, de esta manera negó la solicitud de 

actor y negó el reconocimiento del beneficio pensional, argumentando que este no cumplió los 



requisitos exigidos por la Ley 100 de 1993 y la Ley 860 de 2003. El actor además expresó que 

no poseía los recursos suficientes para subsistir, puesto que sus gastos básicos eran cubiertos 

por su señora madre, quien en vida era beneficiaria de pensión de sobrevivientes, la cual 

falleció en el mes de junio de 2021 (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T-436). En primera 

instancia la acción constitucional fue declarada insubsistente, por considerar que se incumplió 

el requisito de subsidiariedad, ya que, existen otras vías judiciales mediante las cuales el actor 

podría declarar su derecho (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T-436). 

Ante esta situación la Corte Constitucional señalo que existió incoherencia entre la 

fecha en la que se estructuro la enfermedad y la reportada en el dictamen, ya que realmente el 

señor Néstor perdió su capacidad laboral desde el año 2008 y no en el 2019, como lo pretendió 

sostener Colpensiones (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T-436). Es por esta razón que, al 

analizar el caso a profundidad, se pudo sostener que efectivamente el actor cumplió con los 

requisitos para el reconocimiento de la pensión de invalidez, de conformidad a la Ley 860 de 

2003 (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T-436). 

En este sentido, el alto tribunal decidió revocar el fallo de segunda instancia, y en 

consecuencia ordenar la protección al mínimo vital y seguridad social del señor Néstor, en 

consecuencia, se instó a la administradora de pensiones Colpensiones para que reconociera y 

pagara de manera efectiva su pensión de invalidez (Corte Constitucional, 2022, Sentencia T- 

436). Ahora bien, ante el desarrollo y decisión de cada uno de estos casos se puede manifestar 

que la Corte Constitucional a garantizado de manera real, plausible y efectiva los derechos a la 

seguridad social, mínimo vital y salud, a lo largo de su línea jurisprudencial. 



Síntesis de las decisiones adoptadas por la Corte Constitucional 

 

Providencia Síntesis de los hechos Criterio de la Corte Constitucional Resuelve 

 

Sentencia 

T-323 de 

2018 

Afiliado que fue diagnosticado con 

Hemiparesia Flácida izquierda, en el 

año 2015, y diagnosticado en el 73.2% 

de pérdida de capacidad laboral en el 

año 2016. A cuál Colpensiones negó el 

reconocimiento de su pensión de 

invalidez, pues se argumentó que el 

solicitante no cumplía el requisito de 

haber cotizado 50 semanas en los 

último tres años anteriores a la 

estructuración de la enfermedad, esto de 

conformidad a la Ley 860 de 2003. 

Colpensiones desconoció el principio de 

condición más beneficiosa, que de 

conformidad a la Sentencia SU-442 de 2016, 

puesto que no se tomó en consideración que 

el actor había cotizado desde el mes de 

septiembre de 1982 hasta abril de 1998. Es 

decir, le eran aplicables dos normativas, el 

Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, 

por ende, sería aplicable el primero, ya que el 

actor cumplía con sus requisitos para el 

reconocimiento del beneficio pensional. 

Se ordeno la protección de 

los derechos a la 

seguridad social, mínimo 

vital y vida diga del señor 

Suaza Villa, y con esto se 

instó a la administradora 

de pensiones 

Colpensiones reconocer y 

pagar de manera efectiva 

su pensión de invalidez. 



 

Sentencia 

T-046 de 

2019 

La accionante fue diagnosticada con 

porfiria aguda intermitente, enfermedad 

que le causo una parálisis total en su 

cuerpo, a quien Porvenir le negó el 

reconocimiento de la pensión de 

invalidez por considerar que la 

solicitante no cumplía con el requisito 

de haber cotizado como mínimo 50 

semanas, dentro de los últimos 3 años 

anteriores a la fecha de la estructuración 

de la enfermedad, según la Ley 100 de 

1993, modificada por la Ley 860 de 

2003. 

La Corte Constitucional manifestó que si bien 

es cierto que la afiliada no cotizo las 50 

semanas durante los últimos 3 años 

inmediatamente anteriores a la fecha de la 

estructuración de la enfermedad. No se puede 

desconocer el esfuerzo de la accionante por 

continuar cotizando al fondo de pensiones, 

aun con el padecimiento de su enfermedad. 

Por ende, las semanas apretadas con 

posterioridad a la estructuración de la 

enfermedad deben ser contabilizadas para el 

cómputo total. 

El alto tribunal tutelo los 

derechos fundamentales a 

la seguridad social y 

mínimo vital e insto 

Porvenir a reconocer y 

pagar efectivamente la 

pensión de invalidez de la 

accionante. 

Sentencia 

T-177 de 

2020 

El accionado fue diagnosticado con 

VIH, en el mes de enero de 2006, 

sumado a esto, en el año 2017 fue 

diagnosticado con toxoplasmosis, lo que 

Las personas que padecen de VIH sufren un 

deterioro progresivo en su salud, el cual les 

permite continuar trabajando, ya que sus 

capacidades funcionales le permiten continuar 

La Corte Constitucional 

decidió amparar los 

derechos fundamentales 

de la salud, vida digna y 



 

 le causo una inflamación en su cerebro, cumpliendo sus funciones laborales. Por ende, mínimo vital del 

lo que le provoco el 77.85% de PCL. Y la fecha de la estructuración de la enfermedad accionante, y de 

a quien la AFP P le negó el es 2017, año en el cual su capacidad laboral conformidad con esto 

reconocimiento de la pensión de se deterioró por completo. ordenar a la 

invalidez, ya que el año de la 
 

administradora de 

estructuración de la enfermedad fue 
 

pensiones el 

fijada en 2006, por ende, se argumentó 
 

reconocimiento y pago 

que no cumplía con el requisito de 
 

efectivo de la pensión de 

cotización exigido por la Ley 860 de 
 

invalidez. 

2003. 
  

Sentencia El accionante fue diagnosticado con El accionante realizo su ultimo aporte al La Corte Constitucional 

T-293 de sordomudez desde su nacimiento, Sistema de Pensiones el 31 de marzo de 2014, decidió proteger los 

2021 condición que le impidió desarrollar es decir, pese a que desde su nacimiento fue fundamentales al mínimo 

 
habilidades comunicativas, pese a esto diagnosticado con la enfermedad que vital y seguridad social, 

 
se desempeñó como auxiliar de posteriormente le impidió seguir laborando, instando a Porvenir a 

 
construcción, lo que le permitió cotizar continúo conservando su capacidad laboral reconocer y pagar de 

 
390 semanas, en el año 2014 su residual. Por ende, esta era la fecha que se 

 



 

 situación empero, razón por la cual fue 

calificado con el 57% de PCL. Pero 

según Porvenir la fecha de 

estructuración de su enfermedad 

correspondió al 17 de marzo de 1959, 

fecha de su nacimiento, por ende, se 

argumentó que el solicitante no cumplió 

con los requisitos de la Ley 860 de 

2003. 

debía tener en cuenta para contabilizar sus 

semanas cotizadas. 

manera efectiva la pensión 

de invalidez. 

Sentencia 

T-436 de 

2022 

El actor laboro desde 1976 ante el 

sector privado hasta 2008, año en el que 

tuvo que retirarse por su diagnóstico de 

Parkinson, en el mes de mayo del año 

2019 fue calificado con el 54,94% de 

PCL, dicha fecha fue la que se tomó 

como la correspondiente a la 

estructuración de la enfermedad. Por 

la Corte Constitucional señalo que existió 

incoherentica entre la fecha en la que se 

estructuro la enfermedad y la reportada en el 

dictamen, ya que realmente el señor Néstor 

perdió su capacidad laboral desde el año 2008 

y no en el 2019, como lo pretendió sostener 

Colpensiones. En este sentido, se estableció 

que tomando en consideración la fecha real de 

El alto tribunal decidió 

ordenar la protección al 

mínimo vital y seguridad 

social del actor, en 

consecuencia, se instó a la 

administradora de 

pensiones Colpensiones 

para que reconociera y 



 

 esta razón, y como el afiliado ya había 

dejado de cotizar hace unos años 

Colpensiones negó su solicitud de 

pensión de invalidez, argumentando que 

no cumplía con los requisitos exigidos 

por la Ley 860 de 2003. 

la estructuración de la enfermedad, el actor si 

cumplió con los requisitos exigidos por la Ley 

860 de 2003. 

pagara de manera efectiva 

su pensión de invalidez 

Fuente de elaboración propia 



Capitulo III 

 

Aportes jurisprudenciales de la Corte Constitucional respecto a la pensión de invalidez de 

acuerdo a la normatividad vigente, desde 2018 hasta 2023. 

En este capítulo se analizarán la implicación del neo constitucionalismo en el activismo 

judicial, ante la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional en el reconocimiento de la 

pensión de invalidez en Colombia, desde el periodo comprendido desde 2018 hasta 2023. 

Implicaciones del neoconstitucionalismo en el activismo judicial 

 

De conformidad a la teoría del neoconstitucionalismo, en un Estado Social de Derecho, 

como lo es Colombia, que se funda en el respecto a los principios y derechos constitucionales 

consagrados en la Constitución Política, estos deben ser garantizados dentro de todo el 

ordenamiento y sistema jurídico, por ende, en todas las actuaciones y decisiones que se toman 

dentro de la Nación (Comanducci, 2002, p. 89). En este sentido, los jueces constitucionales 

pasan de simplemente aplicar la normatividad de manera exegética, a convertirse en 

verdaderos interpretes del texto legal. 

Es por esta razón que, dentro de sus decisiones, no solo deben acudir al texto legal, 

sino que también deben de ponderar los principios que pueden resultar afectados en cada caso 

que conozcan (Pozzolo, 2014, p. 367). Así las cosas, tiene aplicabilidad el denominado 

activismo jurídico, de conformidad al cual las providencias de los administradores de justicia 

cran derecho a través de sus providencias, especialmente las de las altas cortes, como lo es la 

Corte Constitucional, criterio que debe ser respetado por los demás administradores de justicia 

(Pozzolo, 2014, p. 367). 



De conformidad con lo anterior, el Estado se vuelve más garantista en el 

reconocimiento y garantía de los derechos fundamentales de las personas, puesto que, se 

centra en una visión antropocéntrica, en la que la principal función del administrador de 

justicia es el bienestar de las personas (García, 2015 p. 462). En el entendido de que, en 

aquellos casos en los que las normas entren en contraposición con los principios, el juez 

constitucional debe dar prelación a estos últimos, que en últimas son una visión positivizada 

de los valores universales (García, 2015 p. 463). 

Análisis de la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional en el 

reconocimiento de la pensión de invalidez 

Ahora bien, de conformidad con lo anterior, se puede manifestar que la Corte 

Constitucional en el reconocimiento de la pensión de invalidez, efectivamente garantiza la 

protección a los derechos fundamentales a la salud, vida digna, seguridad social y mínimo 

vital de los accionantes, dentro de las providencias abordadas a lo largo de esta investigación. 

De esta manera, queda comprobado que el denominado activismo judicial, previsto por la 

teoría de neo constitucionalismo, tiene aplicabilidad en Colombia, ya que los 

pronunciamientos del alto tribunal, además de ser garantistas y acudir a la ponderación de 

principios constitucionales, adquieren el carácter de vinculante, ya que crea derecho. 

Pudiéndose manifestar que las principales subreglas fijadas por la Corte Constitucional 

al respecto serian que; a.) en materia del reconocimiento de pensión de invalidez se debe dar 

prelación al principio de condición más beneficiosa, de conformidad al cual, en aquellos casos 

en los que sean aplicables dos (02) normatividades diferentes, se debe observar con 

preferencia la que resulte más garante de derechos al solicitante. 



Además, b.) cuando el cotizante no hubiese alcanzado a cumplir con el requisito de 

cotización exigido por la Ley 860 de 2003, consistente en que se hubiesen cotizado como 

mínimo 50 semanas en los 3 años anteriores a la estructuración de la enfermedad o del 

accidente, se deben tener en cuenta las cotizaciones que se realicen con posterioridad. Ya que, 

se debe reconocer el esfuerzo que realiza el afiliado, aspecto que tampoco defrauda la 

sostenibilidad o financiamiento del Sistema Pensiones. 

En este sentido, c.) en lo que respecta a las personas diagnosticadas con VIH o 

cualquier otra enfermedad que les permita conservar su fuerza laboral residual, solo se les 

computara como fecha de la estructuración de la enfermedad desde el día aquel en el que dicha 

capacidad desaparezca, dejándolos en condición de invalidez. Como se puede observar, las 

principales irregularidades que se presentan en el reconocimiento de la pensión de invalidez se 

generan en la fecha designada como correspondiente a la estructuración de la enfermedad, la 

cual puede ser manipulada, para ser usada como barrera administrativa, en contra de los 

intereses y derechos de los peticionarios. Situación que gracias al criterio de la Corte 

Constitucional adquiere mayor claridad, en aras al bienestar de quienes reclamen este derecho. 



Conclusiones 

 

La pensión de invalidez encuentra su fundamento constitucional en principios y 

derechos fundamentales como la dignidad humana, igualdad, la no discriminación, la 

seguridad social, entre otros. Creando así un importante marco normativo de conformidad al 

cual las personas en dichas condiciones merecen especial protección, teniendo que 

brindárseles los medios legales y administrativos suficientes para garantizar su subsistencia de 

manera adecuada. Esto en el entendido de que, el Estado adquiere el deber de prever el 

tratamiento legal aplicable a aquellas personas que por contingencias de la vida han perdido su 

capacidad para laborar, que garantice su ejercicio de una vida digna. 

Dicho beneficio pensional, se encuentra previsto por la Ley 100 de 1993, la cual regula 

el Sistema General de Seguridad Social, de tal manera que la pensión de invalidez hace parte 

del Sistema de Pensiones, administrado por el RPM y el RAIS, el primero de naturaleza 

publica y el segundo privado. Pero que, sin importar la connotación de uno u otro, en ambos se 

protege este derecho pensional en igualdad de condiciones, a favor de aquellas personas que 

como causa de una enfermedad o accidente que les ha provocado la pérdida igual o superior al 

50% de capacidad laboral, y han acreditado el número de semanas cotizadas exigidas por la 

ley. 

Este último requisito modificado por la Ley 860 de 2003, en virtud de la cual se 

aumentaron los requisitos de cotización para la obtención de la referida pensión, a lo largo de 

los cuales el acceso a este beneficio pensional se torna un poco más complejo, compendio 

normativo que entre el 2018 a 2023 no ha recibido ninguna modificación sustancial. Ahora 

bien, al analizar la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional se pudo verificar que las 

administradoras de pensiones presentan grandes falencias en el reconocimiento real de la fecha 



de estructuración de las enfermedades causantes de la PCL, aspecto que no es muy distinto en 

la hermenéutica jurídica que los jueces constitucionales le dan al texto legal, aspecto 

gravísimo, ya que vulneran principios y derechos fundamentales de los solicitantes de la 

pensión de invalidez. 

Puesto que los argumentos de la entidad en la mayoría de los casos carecen de 

coherencia, pertinencia y están totalmente desconectados con la lógica natural de los casos 

puntuales. Así las cosas, suelen excusarse en la supuesta interpretación literal de la Ley 806 de 

2003 como una justificación para fallar dentro del marco normativo, cuando en realidad se 

termina por imponer una barrera administrativa en contra del solicitante, y en desmedro de sus 

derechos fundamentales. 

Ahora bien, se debe destacar la plausible labor de la Corte Constitucionales en la 

defensa de los derechos fundamentales a la seguridad social, vida digna, mínimo vital y salud, 

de los accionantes de los casos abordados a lo largo de esta investigación. Pesto que pese a las 

barreras administrativas impuestas por las AFP y el actuar negligente de los administradores 

judiciales de primera y segunda instancia, el alto tribunal a través de la debida hermenéutica y 

argumentación ante los casos que conoció, logró proteger asertivamente el derecho a la 

pensión de invalidez de los solicitantes. 

De esta manera, se sienta un importante precedente constitucional al respecto, de 

conformidad al cual quienes se encuentren en situaciones similares puedan invocar las 

providencias adoptadas por la Corte Constitucional y así defender sus intereses. Por las 

razones dadas, se puede agregar que la teoría del neoconstitucionalismo, según la cual el 

activismo judicial ha ido tomando un mayor protagonismo en los últimos años es acertada, 

puesto que efectivamente se logra comprobar que la aplicación asertiva de los principios 



constitucionales, por parte de estas autoridades, garantiza el goce efectivo de derechos y se 

convierte en una importante fuente de derecho. 



Recomendaciones 

 

A lo largo de la realización de esta investigación se observó con preocupación las 

barreras administrativas y judiciales impuestas por las administradoras de pensiones y por los 

fallos de los jueces de primera y segunda instancia, que ante los casos puntuales dejaron 

totalmente desprotegidos los intereses y derechos fundamentales, de la salud, mínimo vital y 

seguridad social de los actores, amén de la existencia de la trascendental línea jurisprudencial 

emitida por la Corte Constitucional al respecto, y cuando según los principios del Estado 

Social de Derechos y del Sistema de Seguridad Social existentes en Colombia, instan a las 

autoridades a granizar el goce efectivo de derechos. 

Es por esta razón que, se hace necesaria una capacitación fundamentada, reflexiva e 

incluso obligatoria tanto en las administradoras de pensiones como en los jueces 

constitucionales, en aras a que conozcan a fondo los diferentes pronunciamientos del alto 

tribunal, que, como una línea jurisprudencial debidamente fundamentada, es de obligatorio 

cumplimiento, dada su connotación de fuente del derecho. Ahora bien, esta educación en la 

materia también debería ser tomada en consideración por las instituciones de educación 

superior en las que se forman los futuros profesionales en la disciplina jurídica. 

Con el propósito que, desde su educación integral, comprendan la necesidad de 

garantizar los principios y derechos fundamentales que se puedan ver afectados en situaciones 

como las abordadas a lo largo de esta investigación. En este sentido, desde el fomento a la 

investigación, también se pueden generar unos resultados plausibles y coherentes con los 

requerimientos de la sociedad actual. 
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